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Introducción 

La descentralización de los gobiernos ha 
sido un instrumento en busca de la efica-
cia en la prestación de los servicios públi-
cos, aunque no resulta sencillo dar con una 
estructura óptima en la consecución de la 
eficiencia, la responsabilidad y la transpa-
rencia.

Son conocidos los debates conceptua-
les –muchos de ellos inconclusos- que ha 
suscitado la noción de descentralización, 
sobre los que han pivotado importantes 
transformaciones en la estructura de los 
gobiernos, trufadas de factores diferencia-
les en el ámbito institucional y de presta-
ción de los servicios públicos.  Alcanzado 
el consenso en la descentralización fun-
cional, su articulación instrumental no es 
automática, sino que se ve condicionada 
por el contexto en el que se desempeñan 
las tareas, a su vez condicionadas por fac-
tores culturales, tradicionales, sociales e 
ideológicos, sin olvidar el corsé presupues-
tario y legal en el que han de desarrollarse. 
El mejor exponente de esta diversidad lo 
constituyen las haciendas locales, cuyas 
soluciones competenciales, de financiación 
y prestación de servicios no son únicas, si 
bien comparten disposiciones comunes.

Entre las tendencias recientes se ha vuel-
to moneda corriente el uso del término “re-
municipalización”, un neologismo que no 
siempre hace referencia a su significado, 
que no es otro que la recuperación de la 
gestión de los servicios públicos por parte 
de la administración.  El sentido y amplitud 
del término no es homologable en todos 

los lugares, más aún porque el servicio pú-
blico no admite una definición unívoca y su 
concepción emana de la voluntad política 
que decide asumir la responsabilidad de 
ofrecerlo. Es habitual que los países en de-
sarrollo se refieran a remunicipalizar según 
el significado léxico y jurídico del término, 
que significa situar la titularidad de los ser-
vicios en manos del sector público, como 
garantía de acceso universal a los mismos. 
Caso contrario es el que se da en los paí-
ses desarrollados, con larga tradición de 
intervención pública, donde los servicios 
esenciales ya están en manos del sector 
público y lo que en realidad se discute es 
la forma en la que se gestionan. Este es 
el caso de España cuando se utiliza de 
manera incorrecta el término “remunicipa-
lizar”. Su significado no se corresponde 
con el que se le quiere dar, que no es otro 
que la recuperación de la gestión de los 
servicios públicos que ya son de titularidad 
municipal, por lo que en realidad debería 
hablarse de reinternalizar la gestión para 
ejercerla de manera directa.

Una de las derivadas de la crisis eco-
nómico-financiera fue el uso del término 
incorrecto en el lenguaje económico-ad-
ministrativo y lo que otrora fue tendencia 
privatizadora –motivada por la búsqueda 
de la eficacia, la eficiencia e, incluso, co-
bertura de necesidades financieras - se 
tornó favorable a la recuperación de la 
gestión directa, con argumentos que cues-
tionan la eficiencia y la equidad de la pres-
tación privada. Esta propensión, que se 
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extendió cual ola después de las eleccio-
nes de 2015, parece haberse reducido y 
cedido antes los argumentos económicos 
y jurídicos que abogan por una valoración 
caso por caso de los servicios a rescatar.

En lo que sigue abordamos las razones 
económico-político-organizativas sobre las 

que pivota el ámbito conceptual del con-
cepto remunicipalizar o, de manera co-
rrecta reinternalizar, para lo que partimos 
de las consideraciones teóricas básicas y 
las ideas subyacentes, acompañadas por 
la evidencia empírica para España y, de 
modo más detallado, para Galicia.
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Es preciso remontarse a la segunda 
mitad del S. XIX para constatar que fue 
entonces cuando comenzó a forjarse un 
proceso de urbanización que propició la 
extensión de la cobertura de servicios –
hasta entonces inexistentes- como el al-
cantarillado, el agua, la recogida de resi-
duos o el transporte. La iniciativa privada 
propició que se instalasen en los barrios 
de grandes ciudades como Berlín, París, 
Londres, Boston o Nueva York, que poco 
a poco fue extendiéndose a otros lugares 
menos céntricos y pudientes. No cabe 
duda de que su nacimiento fue obra de la 
iniciativa privada, mientras su extensión y 
universalización se debe a la intervención 
del sector público. Las grandes inversiones 
que precisan los sistemas de canalización 
de agua, alcantarillado, iluminación, etc. 
mostraron la incapacidad empresarial para 
dar cobertura universal, lo que hizo que los 
gobiernos municipales asumieran su titula-
ridad y gestión pública directa, es decir, re-
municipalizaron estos servicios a través de 
lo que entonces se denominó “socialismo 
municipal” (Wollmann, 2013). 

Tras la Segunda Guerra Mundial, con el 
Estado de Bienestar ya instaurado en los 
principales países de Europa occidental, 
se produjo un proceso de reversión antici-
pada de muchas concesiones de servicios 
que previamente habían sido puestos en 
manos de empresas privadas. Se promo-
vió la nacionalización del sector eléctrico 
en el Reino Unido, Italia o Francia, a la que 
le siguieron otras. Pero como si de un pén-

dulo se tratase, ese movimiento se torna 
al contrario en la segunda mitad del S.XX, 
cuando una corriente privatizadora -o me-
jor dicho reprivatizadora- que comenzó en 
Alemania y se extendió a otros países. El 
máximo exponente de este movimiento fue 
el compulsory competetive tendering im-
pulsado por el gobierno de Margaret That-
cher a principio de los ochenta, que dio por 
quebrado el Estado de Bienestar, a causa 
de lo que consideraron la sobredimensión 
de la administración, a la que se quiso po-
ner coto mediante un proceso de privatiza-
ción material y reducción funcional. 

La tendencia neoliberal invadió Europa y 
cuajó la convicción de que la gestión priva-
da de los servicios públicos era sinónimo 
de eficiencia económico, lo que derivó en 
una gran transformación en la gestión de 
los servicios públicos. La privatización o, 
lo que es lo mismo, el acto de reducir el 
papel del sector público y aumentar el sec-
tor privado a través de la transferencia de 
una actividad o de la venta de los activos 
(Savas 1987) impulsó varios procesos con-
comitantes, hecho que se aprovechó para 
la creación de un mercado único europeo, 
con la idea de que la concurrencia y la libe-
ralización eran la fórmula decisiva a adop-
tar en los países de la UE. No fue diferente 
la estela que siguieron los EE.UU., donde 
la externalización de los servicios públicos, 
bajo el paradigma de reducir el tamaño del 
sector público, se extendió también a todos 
los Estados (Tabla 1).

2. El efecto péndulo en la prestación de los servicios 
públicos locales
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En la última década el péndulo vuelve 
a moverse. Los procesos locales han co-
menzado, en muchos casos, a revertir la 
gestión de algunos servicios privatizados, 
sobre todo aquellos en los que los fallos 
de mercado son más frecuentes, los cos-

tes de transacción más importantes y los 
contratos tienen defectos o están incom-
pletos.  Recientemente la Universidad de 
Greennwich (2012) ha publicado el infor-
me PSIRU en el que, tras un exhaustivo 
estudio, concluye que los fallos en la ex-

Tabla 1. El efecto péndulo en la gestión de los servicios públicos

Fuente: elaboración propia

DÉCADA
1960-1970 
 
 
 
 
 
 

1960-1970

1980-1990

1980-1990

1980-1990

PAÍS
EEUU

REINO UNIDO 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

PAÍSES 
ESCANDINAVOS

FRANCIA

REALIDAD SOCIOECONÓMICA Y 
POLÍTICA
Falta de recursos: aumento gasto y 
limitación ingresos
Demanda creciente de servicios con 
elasticidad-renta >1
Necesidad de aumentar la productivi-
dad en la prestación servicios públi-
cos
Falta de mano de obra pública des-
pués de la Guerra
Necesidad de servicios que no podían 
prestar las autoridades locales, de ca-
rácter complementario y no sustitutivo 
de la prestación de servicios públicos.
Cuestiones políticas impulsadas por 
el partido Conservador desde el go-
bierno central, después del “invierno 
del descontento”

Intensificación de la privatización con 
la llegada de Margaret Thatcher al go-
bierno: reducción del sector público, 
debilitamiento de los sindicatos y la 
aprobación de la Local Government 
Planning and Land Act.

Elevada privatización

Elevada privatización que culmina 
con la gestión del agua de París

REVISIÓN DEL MODELO
Replanteamiento de la forma de producir 
y financiar servicios locales:
-La privatización
-Contratación externa

Método de concurso competitivo obliga-
torio
En caso de ganar la empresa pública, el 
precio suponía restricción presupuestaria 
durante contrato solo actualizado por la 
inflación
Si el concurso era ganado por una enti-
dad privada, se desmantelaba la pública.
Se reduce el fomento a la competencia
Radicalización de las privatizaciones lle-
vó a devolver algunos servicios a manos 
públicas.

Se produjo una concentración empresa-
rial quedando los servicios en manos de 
multinacionales y que se extendieron en 
forma de red.

Se asignaron contrato a empresas priva-
das sin un riguroso método de control 
Se evidenciaron solapamientos de funcio-
nes y tareas entre distintas concesiona-
rias y niveles de administración. 
Entrado SXXI hay un movimiento de re-
municipalización alegando cuestiones de 
eficiencia económica, acompañadas de 
un cambio de realidad social y política.



Documento 13/2019

Red Localis

9Noviembre 2019

ternalización de los servicios han derivado 
en el deterioro de su calidad y una gestión 
ineficiente fruto, sobre todo, de la falta de 
inversión y un incremento de costes que 
acaban trasladándose a precios. Este 
déjà vu argumental pone el acento en el 
fracaso de las privatizaciones y la nece-

sidad de retorno hacia la gestión pública 
directa. 

La crisis hace patentes los problemas en 
la gestión y la gobernanza municipal, que 
han traído de nuevo a la primera línea un 
debate poco novedoso que evidencia que 
la teoría del péndulo se cumple.
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No resulta sencillo delimitar de manera 
unívoca los servicios de interés general, 
más aún porque no hay un consenso ge-
neralizado en su aplicación práctica. En el 
año 2004, la UE aprobó el El Libro Blanco 
sobre los servicios de interés general, para 
favorecer su desarrollo y procurar que to-
dos los ciudadanos y empresas de la Unión 
tengan acceso a estos servicios de forma 
“accesible y de calidad”, en tanto que ga-
rantes del modelo europeo de sociedad, la 

cohesión social y territorial, además de la 
competitividad. Los artículos 16 y 86.2 del 
Tratado de la CE reconocen el derecho de 
los Estados miembros y de la propia UE a 
velar por el cumplimiento de las políticas 
que permitan cumplir su misión a los ope-
radores de los servicios de interés econó-
mico general, si bien serán las autoridades 
competentes a nivel central, autonómico y 
local quienes los definan, organicen, finan-
cien y controlen.

3.Ventajas e inconvenientes de los distintos modelos de 
gestión de los servicios públicos locales.

Tabla 2. Principios rectores de los servicios de interés general en la UE

PRINCIPIOS RECTORES DE LOS SERVICIOS DE INTERÉS GENERAL

1.	 Facilitar a las autoridades públicas la proximidad a los ciudadanos
2.	 Lograr objetivos de servicio público en los mercados abiertos y competitivos
3.	 Garantizar la cohesión y el acceso universal
4.	 Mantener un elevado nivel de calidad y seguridad
5.	 Garantizar los derechos de los consumidores y usuarios a través del control 

y la evaluación sistemáticos de los servicios.
6.	 Vigilar y evaluar el funcionamiento de los servicios
7.	 Respetar la diversidad de los servicios y las situaciones
8.	 Aumentar la transparencia.
9.	 Garantizar la seguridad jurídica 

Fuente: Libro Blanco sobre los servicios de interés general, 2004

El concepto de servicio de interés gene-
ral, más allá de la regulación comunitaria, 
no está desarrollado en la legislación bá-
sica española, si bien se ha incorporado 
al derecho autonómico. Así, por ejemplo, 

el Estatuto de Autonomía de Galicia es-
tablece en el artículo 28. Cuatro que “…
reserva al sector público recursos o ser-
vicios esenciales, especialmente en caso 
de monopolio e intervención de empresas 
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o cuando lo exija el interés general”. En 
la misma línea, el artículo 26 de la Ley 
de Administración Local de Andalucía 
dice que los servicios de interés general 
son “aquellos que prestan o regulan y 
garantizan las entidades locales bajo su 
responsabilidad, así como las actividades 
y prestaciones que realizan a favor de la 
ciudadanía, orientadas a hacer efectivos 
los principios rectores de las políticas pú-
blicas contenidas en el Estatuto”. Estas y 
otras referencias ponen el foco de la pres-
tación pública de servicios,  aunque la de-
limitación más explícita y clara se plasmó 
en el anteproyecto de Ley del Gobierno 
Local del año 2006, que nunca llegó a tra-
mitarse: “son servicios locales de interés 
general los que prestan o regulan las en-
tidades locales en el ámbito de sus com-
petencias, y aquella otra actividad pres-
tacional que dichas entidades realizan o 
regulan  a favor de los ciudadanos, bajo la 
habilitación legal de la cláusula de Esta-
do social establecida en los artículos 1.1. 
y 9.2 de la Constitución española…, Las 
entidades pueden configurar sus servi-
cios locales de interés general como ser-
vicio público y como servicio reglamenta-
do.  Los primeros se prestan cuando es la 
propia entidad local la que realiza directa 
o indirectamente la actividad objeto de 
la prestación…, Los servicios locales se 
prestan en régimen de servicio reglamen-
tado cuando la actividad que es objeto de 
la prestación se realiza por los particula-
res o por organismos públicos distintos al 
que tienen atribuida la competencia… en 
virtud de un criterio de interés general”.

Esta normativa non nata puso clara-
mente de relieve que los servicios pú-
blicos pueden prestarse directamente, a 
través de la administración que los tiene 
atribuidos, o bien, por otros agentes, sean 
particulares u algún otro organismo al que 
le pueda derivar la competencia. Aclarado 
este asunto, procede la pregunta, ¿cuán-

do se debe “remunicipalizar” un servicio 
público municipal que está siendo gestio-
nado de manera privada? o, en sentido 
contrario, ¿cuándo es conveniente que lo 
preste un operador privado?

Los argumentos favorables a la conve-
niencia de la privatización ponen de re-
lieve que las haciendas locales carecen 
de recursos amplios y alternativos a los 
impuestos y transferencias procedentes 
del sistema de financiación. No es ha-
bitual que dispongan de activos con los 
que poder transaccionar, ni un gran mar-
gen de maniobra para la implantación de 
nuevos tributos propios, más allá de las 
tasas inherentes a la prestación de servi-
cios. Por ello, cuando surge la necesidad 
de prestar un servicio nuevo o mejorar 
uno ya existente, es habitual que las en-
tidades se planteen como alternativa a la 
prestación directa, una descentralización 
al sector privado. 

Algunos argumentos favorables pivo-
tan alrededor de la premisa del ahorro de 
costes, al considerar que el suministro pri-
vado es más eficiente, mientras otros po-
nen el foco en el incremento de ingresos, 
sin una gran presión fiscal sociológica so-
bre los contribuyentes. No es casual que 
muchos de los servicios privatizados se 
financien con tasas, para camuflar entre 
los ingresos tributarios recursos diferen-
tes a los impuestos, que otrora causaron 
incluso revueltas fiscales. De este modo, 
a través del principio del beneficio, se aso-
cia la tasa al suministro y el coste político 
se reduce significativamente (Bel y Mira-
lles, 2003). A esto hay que añadir el poco 
margen que tienen las entidades locales 
para acometer las grandes inversiones en 
las infraestructuras de prestación de ser-
vicios, lo que encuentra en la privatiza-
ción la forma de acometerlas como mejor 
alternativa. A estos argumentos se unen 
los propios de la public choice, que iden-
tifica la producción directa de servicios 
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públicos con ineficiencias -ante la falta de 
competencia e innovación- y la privatiza-
ción con una reducción de los costes de 
producción y distribución, a lo que hay que 
sumar los problemas de escala inherentes 
a la falta de adecuación entre los límites 
administrativos y el tamaño óptimo de pro-
visión de los servicios. Con todo esto, la 
conclusión habitual que se deriva de estos 
argumentos es que la provisión privada de 
los servicios públicos es más barata y esto 
debe traducirse en menores tasas.

Pero, ¿esto es así?, ¿se puede demos-
trar a priori que una fórmula es superior a 
la otra? ¿Acaso el suministro privado se 
hace siempre a precios de competencia?

La respuesta es que no necesariamen-
te. Para que esto fuese así, los gobiernos 
locales deberían actuar cual monopolio 
de demanda, capaz de crear un modelo 
de subasta a través del que contraten el 
servicio a la empresa más competitiva po-
sible. Dos riesgos van asociados a esto: el 
primero es que el sistema puede acabar 
siendo perverso, en la medida que unas 
pocas empresas pueden hacerse con todo 
el mercado y, en lugar de competir, apli-
quen precios de monopolio u oligopolio, 
en cuyo caso tienden a desaparecer los 
beneficios para los ciudadanos. El segun-

do hace referencia a los costes de nego-
ciación o de transacción y la tendencia a 
la creación de monopolios de oferta, que 
añaden cargas con las que en principio no 
se contaban. Este supuesto no resulta ser 
un problema si estas cargas pueden pre-
verse, cuantificarse e incluirse el pliego de 
condiciones de la concesión, lo cual no re-
sulta sencillo. Tampoco lo es el necesario 
seguimiento y control del servicio presta-
do, a lo que no ayuda la pérdida de capital 
humano en la administración cada vez que 
la prestación de un servicio se privatiza.

Como conclusión a este apartado, hemos 
apuntado que las restricciones fiscales y fi-
nancieras de las entidades locales pueden 
hacer atractiva la elección organizacional 
de la prestación privada de los servicios 
públicos, a las que se añaden argumentos 
relacionados con la reducción de costes, 
aumento de competitividad, de eficiencia 
e innovación. La cruz de la moneda viene 
marcada por nuevos costes -no siempre 
computados- relacionados con el poder 
de mercado y de negociación del agente 
privado, a los que se añade la dificultad de 
seguimiento y control, así como la depen-
dencia de algún operador, a veces único, 
que juega con la ventaja de que la admi-
nistración se ha descapitalizado. 

Tabla 3. Ventajas e Inconvenientes de la prestación privada de los 
servicios públicos locales

Razones a favor de la privatización

1. Permite salvar las restricciones fisca-
les y financieras que afectan a los presu-
puestos

2. Transforma las cargas fijas en varia-
bles

3. Se le presume mayor eficiencia e in-
novación.

4. Posibilidad de adaptar el tamaño y 
aprovechar las economías de escala, le-
jos de las rigideces administrativas loca-
les.

Inconvenientes en contra de la priva-
tización

1. Sistema puede pervertirse si la oferta 
se convierte en monopolística u oligopolís-
tica.

2. Costes de negociación o transacción.
3. Descapitalización de la administración 

pública
4. Dificultad de seguimiento y control 

para la administración

Fuente: elaboración propia
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Gráfico 1. Factores determinantes en la prestación de los servicios

A estas ventajas e inconvenientes no 
son ajenos los cambios en las nuevas for-
mas de gestión pública, con innovaciones 
en el ámbito operativo y en las estructu-
ras y relaciones de poder –internas y ex-
ternas-. Para completar los elementos de 
análisis que son determinantes a la hora 
de prestar servicios públicos, es preciso 
señalar que tienen un peso determinante 
también los agentes condicionantes ins-
titucionales del municipio, el entorno y la 

estructura laboral de los contratados pú-
blicos. Con estos tres elementos, la elec-
ción de la alternativa puede moverse en 
un amplio rango de fórmulas entre una 
horquilla que avanza entre la gestión di-
recta o la externalización, condicionadas 
por las opciones que hayan adoptado los 
entes colindantes y la existencia o no de 
alguna entidad supramunicipal que pue-
da prestar el bien o el servicio a proveer 
(gráfico 1).

Fuente: elaboración propia
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Desde un punto de vista empírico, la rea-
lidad internacional es variada con respecto 
a los resultados de la externalización de los 
servicios públicos. Los estudios realizados 

al respecto resumen las razones de la con-
tratación externa y de su vuelta a la pres-
tación directa. Las principales hipótesis se 
recogen en la tabla 4:

La conclusión que se deriva de los resul-
tados de las investigaciones empíricas re-
fleja que los costes de transacción son de-
cisivos para decantar la producción pública 
o privada, si bien el sesgo ideológico que, 
puede estar relacionado con el origen con la 
decisión, no llega a ser determinante y arro-

ja baja significación estadística en la mayor 
parte de los casos. 

Si hacemos un repaso de la situación de 
las entidades locales en España observa-
mos que las carencias que se esgrimen de 
manera recurrente hacen referencia a fac-
tores económicos, pero también políticos y 

4. La prestación de los servicios públicos locales. 
Evidencia empírica 

Tabla 4. Panorámica empírica sobre las razones de la gestión directa 
o indirecta

Observa una relación positiva de la externalización con los sala-
rios altos de los funcionarios, el escaso tamaño municipal -que 
impide aprovechar las economías de escala- y las restricciones 
fiscales del sector público.
Concluyen que son factores de índole funcional los que inclinan la 
balanza a favor de la prestación privada de los servicios públicos.
Su resultado recoge que existe una correlación positiva entre la 
privatización de los servicios públicos, la riqueza municipal y las 
finanzas saneadas en entornos metropolitanos.
De su estudio se desprende que la decisión de privatizar está liga-
da con variables de densidad, la complejidad de la prestación del 
servicio y la flexibilidad del endeudamiento a favor de la provisión 
pública.
Realizan un estudio sobre el agua que vincula de manera negativa 
las necesidades de inversión con el grado de privatización del ser-
vicio. A menor población y mayor necesidad de inversión, menor 
presencia privada por falta de interés de los operadores.
Determinan para España que el coste y los antecedentes de la pri-
vatización en el entorno afectan de manera positiva a la decisión 
de privatizar.

Ferris (1986)

Benton y Menzel (1992)

Greene (1996)

Walls, Macauley y 
Anderson (2005)

Ménard y Saussier (2000)

Bel y Miralles (2003)

Panorámica de estudios empíricos sobre las variables que afectan a 
la externalización o reinternalización de los servicios locales
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Gráfico 2. Servicios locales de prestación obligatoria

sociales. La descentralización del Estado 
Central hacia las Comunidades Autónomas, 
ha dejado sin atender la necesaria planifi-
cación concertada entre los tres niveles de 
administración, que llega hasta la falta de 
definición exacta de las funciones propias 
y de los límites a la extensión del principio 
de subsidiaridad, que ha propiciado un de-
terioro en el equilibrio entre la financiación y 
los costes de las actividades, suplido a tra-
vés de movimientos en la gestión. Pero las 
soluciones aparentemente fáciles y los re-
medios uniformes no pueden atender a los 
problemas diferentes, sin tener en cuenta 
las carencias reales y la problemática de 
gestión que entraña esa configuración.  
¿Es la reinternalización de los servicios pú-
blicos la respuesta a la cuestión local?

Desde el punto de vista normativo, la re-
internalización está prevista desde la apro-
bación del Estatuto Municipal de 1924, que 
en su artículo 169 atribuye a los ayunta-
mientos el poder de “administrar y explo-
tar directamente los servicios municipales 

obligatorios… y también los que no tengan 
ese carácter”. Esta idea es retomada por el 
Reglamento de Servicios de las Corpora-
ciones Locales, aprobado a mediados de 
los años cincuenta, que vuelve a referirse 
a la posibilidad de que las corporaciones 
locales presten servicios económicos de 
su competencia. Más recientemente, la Ley 
7/1985 Reguladora de Bases de Régimen 
Local, contempla en el artículo 26 los ser-
vicios que deben ser prestados por la Ad-
ministración local, cuestión que retoma la 
Ley 27/2013 de Racionalización y Sosteni-
bilidad de la Administración Local, cuando 
hace reserva explícita del “abastecimiento 
domiciliario y depuración de aguas, reco-
gida, tratamiento y aprovechamiento de 
residuos y transporte público de viajeros”, 
aunque su exigencia varíe en función de 
los habitantes o dispensa concedida por la 
Comunidad Autónoma.

De modo sintético, los servicios que han 
de prestar los municipios según su tamaño 
son:
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Fuente: Elaboración propia a partir de Ley Reguladora de Haciendas Locales

Fuente: Elaboración propia a partir de Ley Reguladora de Haciendas Locales

1- Gestión directa (1): Podrá hacerse uso de las formas previstas en las letras c) y d) cuando quede acreditado mediante memoria justificativa 
elaborada al efecto que resultan más sostenibles y eficientes que las formas dispuestas en las letras a) y b), para lo que se deberán tener en 
cuenta los criterios de rentabilidad económica y recuperación de la inversión

Gráfico 2. Servicios locales de prestación obligatoria

Estos servicios han de ser gestionados 
por las entidades, según redacción literal 
de la Ley 27/2013 “de la forma más soste-

nible y eficiente de entre las enumeradas a 
continuación” pudiendo elegir entre fórmu-
las de gestión directa1 o indirecta:
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El precepto constitucional recogido en 
el artículo 31.2, que atribuye eficiencia y 
sostenibilidad a la gestión de los servicios 
públicos, se ve reforzado por la Directiva 
europea 2014/23, que reconoce la liber-
tad de las autoridades locales para decidir 
la mejor forma de gestionar la prestación 
de los servicios públicos, siempre que se 
evidencie de manera objetiva, es decir, el 
debate de la prestación directa o indirec-
ta no puede estar basado en argumentos 
ideológicos o apriorísticos, sino que ha de 
sustentarse en una evaluación imparcial 
de los resultados entre la provisión públi-
ca o privada. Implícitamente este ejerci-
cio de evaluación apriorística lo realizó, 
en una primera aproximación, el Tribunal 

de Cuentas que en el Informe relativo al 
Sector Público Local de 2011, en el que 
hace un análisis de contabilidad del que 
se extraen las siguientes conclusiones: 
en los municipios pequeños –aquellos con 
menos de 20.000 habitantes- la provisión 
directa o a través de entidades supramu-
nicipales del suministro de agua, recogida 
de basura o limpieza viaria, tiene ventajas 
frente a la privada, al contrario de lo que le 
sucede a los más grandes. Esta aproxima-
ción, que no puede a elevarse a catego-
ría o extrapolarse a todos los casos, no es 
precisa ni siquiera rigurosa desde el punto 
de vista económico, aunque sí se aproxi-
ma a la realidad. 

Es preciso un estudio minucioso e inde-

Gráfico 4. Factores de impacto en la prestación directa e indirecta 
de los servicios

PRESTACIÓN 
DIRECTA O 
INDIRECTA 
IMPACTOS 
SOBRE...

OPERATIVIDAD

PRESUPUESTO

FINANCIACIÓN

EMPLEO
PÚBLICO

Fuente: Elaboración propia
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pendiente, caso por caso, del servicio so-
bre el que se pretenda concluir si lo que 
conviene es la provisión directa o indirecta, 
de acuerdo con la realidad, el entorno, las 
características del servicio y, sobre todo, de 
existir un contrato, la situación legal de las 
condiciones vigentes. La Directiva europea 
2014/23 –a  la espera de ser traspuesta- 
no permite modificar la gestión de un con-
trato en vigor por razones de oportunidad 
y obliga no solo a justificar el rescate de 
una concesión sino también a asumir la in-
demnización, a la que habrá de sumarse 
la previsión del artículo 44 del Estatuto de 
los Trabajadores, que obliga a la adminis-
tración a asumir los costes de subrogación 
de los empleados o a incrementar el coste 

necesario para crear un aparato adminis-
trativo capaz de hacer seguimiento y con-
trol exhaustivo para la prestación directa 
del servicio. Así, pues, un ejercicio objetivo 
que tenga por finalidad la evaluación de la 
prestación competencial requiere también 
conocer este tipo de costes.

Esta información, junto con los informes 
técnicos pertinentes, es fundamental para 
adoptar una decisión correcta desde el 
punto de vista económico para la presta-
ción de los servicios públicos. 

En caso de que lo óptimo resulte ser la 
reinternalización de un servicio, ¿cómo es 
el proceso de reversión de una concesión 
pública y su retorno a la gestión directa mu-
nicipal?
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Es habitual que se reclame la remunici-
palización de determinados servicios públi-
cos, aunque lo que quiere decirse desde 
el punto de vista administrativo es realizar 
un proceso de reinternalización, que sig-
nifica la reversión de la gestión indirecta 
de algún servicio público cuya titularidad y 
control nunca dejó de ser municipal. Así, 
pues, algo que nunca dejó de ser municipal 
difícilmente puede volver a serlo (Tornos, 
2016). Por esta razón, vamos a referirnos 
al procedimiento de reinternalización (o re-
versión de la gestión) y no de “remunicipa-
lización”, que se produciría en el supuesto 
de que un ayuntamiento municipalice un 
servicio y garantice la prestación pública 
de tal actividad, sin perjuicio de la presta-
ción efectiva de la misma, que puede ser 
de forma directa o indirecta, pero siempre 
manteniendo la titularidad pública del ser-
vicio.

En el caso que nos ocupa, ante cualquier 
proceso de reinternalización, lo primero a 
lo que se debe atender es a la normativa 
aplicable al procedimiento que se quiere 
llevar a cabo: el expediente para el tras-
paso de la gestión indirecta del servicio a 
otra directa. En el contexto español cabe 
decir que la Unión Europea da libertad a 
sus estados miembros para elegir la forma 
en que vayan a prestar los servicios públi-
cos. Por ello, la normativa comunitaria no 

influye en el procedimiento de reinternali-
zación. Por contra, es la normativa nacio-
nal la que condiciona el procedimiento, es-
pecialmente desde la crisis económica que 
en 2011 y la reforma del artículo 135 de la 
Constitución. El 135 de la Constitución Es-
pañola consagró el principio de estabilidad 
presupuestaria, y propició la aprobación 
en 2012 de la Ley Orgánica de Estabilidad 
Presupuestaria y Sostenibilidad Financie-
ra (en adelante, LOEPSF). A su vez esta 
LOEPSF fue el condicionante, en 2013, de 
la modificación de los artículos 85 y 86 de 
la Ley Reguladora de las Bases del Régi-
men Local (en adelante, LRBRL). 

El artículo 85.2, se refiere a la elección 
de la forma de gestión (directa o indirecta) 
del servicio público, mientras el 86.1 reco-
ge los preceptos fundamentales que han 
de regir el expediente acreditativo de la 
conveniencia y oportunidad de la medida 
cuando se va a implantar por primera vez 
una actividad económica a desarrollar por 
la iniciativa pública local. No sería necesa-
rio, por tanto, en un proceso de reversión 
de la gestión de los servicios públicos que 
ya se están prestando las exigencias de 
realizar un “análisis de mercado, relativo 
a la oferta y a la demanda existente, a la 
rentabilidad y a los posibles efectos de la 
actividad local sobre la concurrencia em-
presarial2.  

5. El procedimiento a seguir ante una reinternalización 
de los servicios públicos locales

2- Esto mismo lo ratifica, con otras palabras, la reciente Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León (en adelante, STSJ-CyL), 
Sala de lo contencioso, nº 773/2019, de 21 de mayo (rec. 339/2018). Dicha sentencia avala el procedimiento de reversión a la gestión directa 
del servicio de aguas del Ayuntamiento de Valladolid, sin necesidad de tramitar el procedimiento del citado artículo 86, puesto que (F.J. 3º): 
“Los servicios sobre el que se decide la forma de gestión son, según el art. 26 LRBRL, de prestación obligatoria; con independencia 
de q también puedan ser reservados en aplicación del art. 86.2 LRBRL. El carácter obligatorio de los servicios públicos permite su 
prestación sin necesidad de decidir sobre su establecimiento y también sin necesidad de acordar la reserva y, en su caso, la efectiva 
ejecución en régimen de monopolio.”
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Es decir, no aporta ningún valor el trami-
tar el tortuoso expediente a que se refiere el 
artículo 86.1 de la LRBRL, puesto la forma 
de gestión de servicios obligatorios (como 
la limpieza viaria o los demás referidos por 
el artículo 26 LRBRL, que no pueden dejar 
de prestarse por el ayuntamiento), no influ-
ye en la competencia en el mercado, que 
no los presta. Lo que sí influirá en el sector 
privado es la decisión de comenzar la pres-
tación de un servicio voluntario o compe-
tencia impropia municipal, puesto que estos 
servicios opcionales (como las guardarías, 
residencias de mayores, o clases de yoga, 
por ejemplo) sí que suelen prestarse por el 
sector privado3.  

Por ello, cuando una entidad local decide 
implantar tal actividad o servicio voluntario, 
sí que es necesario (a través del procedi-
miento del art. 86.1 LRBRL4) evaluar los 
efectos de la misma sobre la competen-
cia, dar posibilidad de que los afectados 
aleguen y, en definitiva, valorar la conve-
niencia y oportunidad de la medida. Pero la 
decisión de “remunicipalización”  una vez 

que tal medida se haya adoptado (a través 
del citado procedimiento), la prestación di-
recta o indirecta del servicio no será un fac-
tor decisivo a efectos de mercado. Será el 
desarrollo de la actividad -y no su forma de 

gestión- lo que afecte en mayor medida 
a la competencia a través de los “precios 
políticos” (permitidos por el artículo 44.2 de 
la Ley de Haciendas Locales) que pueden 
establecer las Administraciones Públicas, 
si así lo aconsejan “razones sociales, be-
néficas, culturales o de interés público.5”  

¿Cómo ha de llevarse el expediente ad-
ministrativo de reinternalización?

Pasos a seguir ante una remunicipali-
zación de servicios

Cualquier expediente administrativo de 
reinternalización ha de seguir el procedi-
miento normativo que marca el artículo 
85.2 de la LRBRL. Es decir:

“2. Los servicios públicos de competen-
cia local habrán de gestionarse de la forma 

3- Esto que tan lógico parecía ha sido profusamente rebatido por la doctrina y diversas sentencias de varios tribunales. No obstante, la citada 
STSJ-CyL nº 773/2019 confirma nuestra tesis. Así, en su F.J. 3º declara que: “…Los procedimientos y sus trámites tienen un fin. Si el fin del 
procedimiento previsto en el art. 86.1 LRBRL es, según dispone dicho precepto, acreditar la conveniencia y oportunidad de la medida, 
esto es, la procedencia de q se ejerza la actividad económica de que se trate por la Entidad Local, carece de objeto tramitarlo cuando 
se trata de un servicio de los que forman parte del haz de competencias del Municipio, con ocasión del cambio de su forma de gestión, 
como es el caso, puesto que ya el legislador le ha atribuido esa actividad prestacional como competencia.”
4- Dicho artículo 86.1 LRBRL es profusamente complementado por el artículo 97 del Texto Refundido de Régimen Local (TRRL) de 1986. A su vez, 
éste artículo 97 es desarrollado por los artículos 56 a 66 del Reglamento de Servicios de las Corporaciones Locales.
5- No obstante, es recurrente la polémica y debate doctrinal acerca de si para reinternalizar un servicio, además del expediente del artículo 85.2 
LRBRL, también hay que tramitar o no el expediente del artículo 97.1 TRRL. Sin embargo, hemos de recordar que las sentencias que defienden la 
aplicación del art. 97 TRRL para el cambio de forma de gestión de un servicio son sentencias todas ellas anteriores a la Ley 27/2013, que modificó 
la LRBRL. Esta tesis ha sido confirmado por la ya citada sentencia del TSJ-CyL nº 773/2019.
Además, las diferencias entre la decisión de “remunicipalizar” (o cambiar la forma de gestión de servicios públicos que ya se están prestando) y la 
decisión de ejercer por vez primera una iniciativa pública económica justifican que para cada una de esos dos distintos acuerdos sean necesarios 
expedientes diferentes: 
	 a) el del artículo 85.2 LRBRL, para decidir sobre la forma de gestión del servicio, y 
	 b) el del artículo 86.1 LRBRL, para decidir acerca de la conveniencia y oportunidad de una iniciativa pública económica que afectará a  
otros operadores privados que prestan el mismo servicio. 
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6- Solamente apuntar, respecto a la imposibilidad de acudir a la gestión indirecta para externalizar potestades administrativas, que es un tema bas-
tante pacífico en la jurisprudencia y doctrina patria. Así, ante la falta de una definición legal de los servicios que implican el ejercicio de la autoridad 
inherente a los poderes públicos, debemos distinguir entre los actos de autoridad (potestad normativa, sancionadora, tributaria o expropiatoria, 
potestades cuyo ejercicio en ningún caso es externalizable) de aquellos otros actos consistentes propiamente en la prestación de servicios públi-
cos. Para una mayor profundidad sobre esta derivada, pueden consultarse los informes de las juntas consultivas de contratación administrativa 
estatal (nº 2/2006, de 24 de marzo) y catalana (nº 8/2009, de 3 de julio), entre otros.

más sostenible y eficiente de entre las enu-
meradas a continuación:

A) Gestión directa:
a) Gestión por la propia Entidad Local.
b) Organismo autónomo local.
c) Entidad pública empresarial local.
d) Sociedad mercantil local, cuyo capital 

social sea de titularidad pública.

Solo podrá hacerse uso de las formas 
previstas en las letras c) y d) cuando que-
de acreditado mediante memoria justifica-
tiva elaborada al efecto que resultan más 
sostenibles y eficientes que las formas dis-
puestas en las letras a) y b), para lo que 
se deberán tener en cuenta los criterios de 
rentabilidad económica y recuperación de 
la inversión. 

Además, deberá constar en el expedien-
te la memoria justificativa del asesoramien-
to recibido que se elevará al Pleno para su 
aprobación en donde se incluirán los infor-
mes sobre el coste del servicio, así como, 
el apoyo técnico recibido, que deberán ser 
publicitados. A estos efectos, se recabará 
informe del interventor local quien valora-
rá la sostenibilidad financiera de las pro-
puestas planteadas, de conformidad con lo 
previsto en el artículo 4 de la Ley Orgánica 
2/2012, de Estabilidad Presupuestaria y 
Sostenibilidad Financiera.

B) Gestión indirecta, mediante las dis-
tintas formas previstas para el contrato de 
gestión de servicios públicos en el texto re-
fundido de la Ley de Contratos del Sector 
Público.

La forma de gestión por la que se opte 
deberá tener en cuenta lo dispuesto en el 
artículo 9 del Estatuto Básico del Emplea-
do Público, en lo que respecta al ejercicio 
de funciones que corresponden en exclusi-
va a funcionarios públicos.6”  

¿Qué implican estas obligaciones lega-
les?

El artículo 85.2 de la LRBRL tiene una 
doble implicación, que afecta tanto a los 
requisitos materiales como a los formales. 
Los primeros han de contener la motiva-
ción de la decisión que elija entre la ges-
tión indirecta o la directa y los segundos se 
corresponden con los informes y la docu-
mentación requerida.

1) Requisitos materiales del expediente

Las cuestiones de fondo o requisitos for-
males recaen en un documento previo de 
motivación por el que la entidad justifique 
que la gestión directa es “más sostenible 
y eficiente” que la gestión indirecta. Esta 
motivación debe estar contenida en la me-
moria justificativa.  Dicha memoria debe 
hacerse después de un análisis compara-
tivo de los pros y contras que se derivan 
de cada forma de gestión, así como de las 
repercusiones de cada opción en términos 
de sostenibilidad y eficiencia. Y todo ello 
para terminar con una propuesta técnica al 
Pleno de la Corporación Local acerca de 
cuál es la opción óptima de gestión: 

a) La indirecta  
b) La directa. Y si este fuese el caso, con-

viene que la reinternalización se ejecute:
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o A través de la propia estructura admi-
nistrativa centralizada o de un Organismo 
autónomo (opciones ambas preferidas por 
el artículo 85.2, por ser formas de gestión 
plenamente sometidas al Derecho Admi-
nistrativo).

o A través de un ente instrumental públi-
co, pero de Derecho Privado: Entidad pú-
blica empresarial local (EPEL) o una Socie-
dad mercantil local cuyo capital social sea 
íntegramente de titularidad pública.

En cuanto a la prestación del servicio vía 
EPEL o vía Sociedad mercantil local, el ar-
tículo 85.2 no las prohíbe, pero limita su 
utilización, dado que “solo podrá hacerse 
uso de las formas previstas en las letras c) 
y d) cuando quede acreditado, mediante 
Memoria justificativa elaborada al efecto, 
que resultan más sostenibles y eficientes 
que las formas dispuestas en las letras a) 
y b).” De esta manera, tras la comparación 
de las cuatro formas de gestión directa, la 
propuesta técnica a aprobar será discrecio-
nal, pero condicionada por los “criterios de 
rentabilidad económica y recuperación de 
la inversión.”

Es importante destacar que el legislador 
otorga cierto margen de discrecionalidad 
para elegir la forma de gestión del servicio 
público, aunque tras la reforma de la Ley 
7/1985 por Ley 27/2013, dicha discrecio-
nalidad está fuertemente constreñida por 
el cumplimiento de los principios de esta-
bilidad presupuestaria, sostenibilidad finan-
ciera y eficiencia en la utilización de los re-
cursos públicos7. Así, tras la aprobación de 
la Ley de Racionalización y Sostenibilidad 
de la Administración Local (LRSAL), la li-
bertad de opción entre las distintas formas 

de gestión de los servicios públicos pasa 
a estar condicionada por los principios de 
sostenibilidad y eficiencia que inspiran di-
cha LRSAL, puesto que es claro el tenor 
literal del artículo 85.2 cuando afirma que 
entre la gestión directa y la indirecta, “los 
servicios públicos locales han de gestionar-
se de la forma más sostenible y eficiente.”

Pero, ¿qué quieren decir los mentados 
principios de sostenibilidad y eficiencia? 
Ambos son conceptos jurídicos indetermi-
nados que objetivan respectivamente los 
artículos 4.2 y 7.3 de la LOEPSF. Mientras 
en economía es tradicional la distinción en-
tre eficacia –consecución de las metas y 
objetivos- y la eficiencia –obtención de los 
resultados perseguidos con el menor coste 
posible-,  en términos de derecho positivo 
(art. 7 LOEPSF) la eficiencia está relacio-
nada con la prestación de servicios públi-
cos de calidad que, a la vez, sean sosteni-
bles8.  Y si se atiende al artículo 4.2. de la 
LOESP, la sostenibilidad se entiende como 
“la capacidad para financiar compromisos 
de gasto presentes y futuros dentro de los 
límites de déficit, deuda pública y morosi-
dad de deuda comercial… Entendiéndose 
que existe sostenibilidad de la deuda co-
mercial cuando el período medio de pago a 
los proveedores no supere el plazo máximo 
previsto en la normativa de morosidad.”

Recapitulando, para reinternalizar un ser-
vicio público habrá de:

1. Acreditarse y motivarse que la gestión 
directa es más sostenible y eficiente que la 
indirecta.

2. La memoria justificativa del coste de la 

7-  Principios a que se refieren, respectivamente, los artículos 3, 4 y 7 de la LOEPSF.
8- Merino Estrada (2007) también considera que eficiencia y calidad están muy relacionadas: “La eficiencia está presente como elemento básico 
de toda gestión de calidad. Sin eficiencia no habrá calidad. Pero calidad es más que eficiencia. Mientras que la eficiencia es un criterio de gestión 
que correlaciona objetivos conseguidos con recursos empleados, la calidad total es una estrategia de gestión que integra todos los elementos y 
procesos.”
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9-  Pese al tenor de esta STC nº 41/2016, que afirma que con tras la modificación del artículo 85.2 LRBRL, las entidades locales (EELL) siguen 
“conservando amplios espacios de opción organizativa de sus servicios públicos”, algunos autores consideran que las EELL ya no tienen 
libertad para elegir la forma de gestión de sus servicios, pues los principios de sostenibilidad y eficiencia han hecho que la decisión ya no sea 
discrecional. Así, Muñoz Machado (2018) cuando afirma que: “La Administración local debe resolver la cuestión no con arreglo a criterios discre-
cionales, sino eligiendo necesariamente la opción más sostenible y eficiente. No hay libertad de elección. Esta ha sido sustituida por una evaluación 
del empleo más racional de los recursos.”
Sin embargo, no parecen compartir dicha tesis los órganos jurisdiccionales, cuando han evaluado la decisión discrecional del Ayuntamiento de Va-
lladolid al reinternalizar su servicio de abastecimiento de agua potable. Así, la sentencia nº 60/2018, de 9 de abril, del Juzgado de lo Contencioso-
administrativo (JCA) nº 4 de Valladolid; sentencia confirmada por la STSJ de Castilla y León nº 1005/2018, de 13 de noviembre. También valida la 
discrecionalidad técnica en la reinternalización del servicio de recogida de residuos de Grado, la STSJ de Asturias nº 160/2018, de 26 de febrero.
10- Y esta discrecionalidad debe ser entendida, tal y como declara la STS de 1 de junio de 1999 (rec. 6767/1993), como “la posibilidad de elegir 
entre un abanico de opciones, permitiendo su ejercicio una pluralidad de soluciones justas… por lo que el ejercicio de una potestad 
discrecional presupone una opción entre varias posibles y una “razonabilidad” en un marco socio-cultural determinado…”

prestación del servicio, tiene que demos-
trar que la gestión directa es más eficiente 
(consigue una prestación del servicio con 
mejor calidad-precio) y, además, más sos-
tenible porque:

a) permite cumplir con el período medio 
de pago a proveedores (PMP) legalmente 
establecido 

b) no incrementa déficit ni la deuda públi-
ca, sino que revela una gestión del servicio 
equilibrada en sus gastos e ingresos.

Esta libertad de opción condicionada (por 
la eficiencia y sostenibilidad) que tienen los 
ayuntamientos para decidir la forma (di-
recta o indirecta) en que deben prestarse 
sus servicios públicos ha sido confirmada 
por la Sentencia del Tribunal Constitucio-
nal (STC) nº 41/2016, que desestimó que 
el artículo 85.2 LRBRL vulnerase la auto-
nomía local y declaró que dicho precepto 
“condiciona la autonomía local, pero no la 
vulnera en absoluto. Los entes locales 
conservan amplios espacios de opción 
organizativa. No pueden ponerse reparos 
a la previsión de un informe del interventor 
local que valore la sostenibilidad financie-
ra… pues todo ello se ajusta plenamente a 
los principios generales de buena gestión 
financiera parcialmente constitucionaliza-
dos en el artículo 31.2 de la CE.”9 

Dicho de otro modo, los principios de 
sostenibilidad y eficacia condicionan la de-

cisión sobre la remunicipalización de los 
servicios, pero no hasta el punto de que el 
acuerdo del pleno de la corporación local 
pierda su carácter discrecional. No obs-
tante, y como ya afirmaba la sentencia del 
Tribunal Supremo (STS) de 4 de julio de 
1986, “la discrecionalidad no ha sido jamás 
la posibilidad de decidir libérrimamente, 
sin atenerse a ninguna regla o criterio ob-
jetivo. Esto último es arbitrariedad, siendo 
discrecionalidad y arbitrariedad conceptos 
antagónicos…” Por ello, en ejercicio de su 
autonomía local, la entidad local deberá 
motivar la elección de la forma de gestión 
siguiendo criterios de eficiencia y sosteni-
bilidad, pero sin que ello anule completa-
mente su margen de discrecionalidad10.   

Además, el Consejo de Estado avala tal 
discrecionalidad de la corporación local a 
la hora de elegir la forma de gestión. Así, 
en su dictamen nº 338/2014 (relativo al 
conflicto en defensa de la autonomía local 
en relación con la LRSAL), declaró que: “… 
la eficiencia en la gestión de los servicios 
públicos no obliga a optar por la forma de 
gestión que suponga una menor inversión, 
sino por aquella que permita conseguir la 
mejor relación entre los costes previstos y 
los resultados esperados, dentro de un es-
cenario de sostenibilidad financiera de la 
Hacienda local en su conjunto”. Por ello, 
decimos nosotros, a la hora de decidirse 
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la reinternalización del servicio han de eva-
luarse no sólo los costes, sino también la ca-
lidad del servicio, teniendo en cuenta otros 
factores además de los económicos11.

Sin embargo, no debe confundirse la nece-
saria evaluación conjunta de coste-calidad 
del servicio con otras finalidades. Algunos 
autores, como Gimeno Feliú (2017) apuntan 
a que la vuelta a una gestión directa debe 
justificarse en la mayor calidad y eficiencia 
de la prestación, y ha de ser compatible con 
las exigencias de sostenibilidad financie-
ra. Sin embargo, como argumento para la 
asunción directa del servicio no podrá adu-
cirse que ello garantizará una estabilidad en 
el empleo o una mejora de las condiciones 
laborales, pues ello comportaría un vicio de 
desviación de poder, que no es otra cosa 
sino el ejercicio de potestades administrati-
vas para fines distintos de aquellos para los 
que tales potestades se configuraron. La po-
testad de auto organización de los servicios 

(art. 4 LRBRL) se configuró para optimizar 
la prestación de los servicios, no para op-
timizar las condiciones laborales de los tra-
bajadores. 

Para concluir este apartado cabe apuntar 
que la normativa de régimen local no esta-
blece preferencia entre distintas formas de 
gestión (directa o indirecta)12, pero sí deter-
mina que la reinternalización de un servicio 
ha de venir motivada por una gestión directa 
más sostenible y eficiente que la indirecta.

2) Requisitos formales del expediente

Tras la modificación de los artículos 85 
y 86 de la LRBRL (por la Ley 27/2013, de 
Racionalización y Sostenibilidad de la Admi-
nistración Local), el procedimiento a seguir 
para reinternalizar la forma de gestión de un 
servicio público:

- no se corresponde con el recogido en 
el artículo 86.1 de la LRBRL (que requiere 

11- En este sentido, en el Auto nº 32/2017, del JCA nº 4 de Valladolid (que desestimó la medida cautelar de paralizar el acuerdo del Ayuntamiento 
por el que se asumiría la gestión del agua mediante una Entidad Pública Empresarial, EPE), el magistrado Mozo Amo declaró que: “… El interés 
público, es decir el de la Corporación gobernada por quien, tras la celebración de unas elecciones, ha obtenido la mayoría suficiente 
para adoptar las decisiones correspondientes sobre la gestión del servicio público y hacer efectivas las opciones con las que ha 
concurrido a las elecciones locales. Este interés, necesariamente, tiene que ser tenido en cuenta; porque es consustancial al régimen 
democrático aplicable a los Ayuntamientos…”
12- Entre la gestión directa o indirecta el legislador local no muestra preferencia. Ahora bien, dentro de la gestión directa, sí hay una preferencia 
(derivada del tenor del artículo 85.2 de la LRBRL) por la prestación del  servicio mediante OOAA o mediante la propia organización local, antes 
que a través de una Entidad Pública Empresarial  o una sociedad mercantil 100 % local.

Requisitos materiales del expediente

1. Motivación de sostenibilidad y eficiencia de la gestión directa por 
encima de la indirecta.

2. Memoria justificativa del coste de la prestación del servicio.
a. Justificación de una mejor calidad-precio
b. Sostenibilidad, que garantice:

i. Cumplimiento período medio de pago a proveedores legalmente 
establecido

ii. Gestión equilibrada de los ingresos y gastos, sin desajustes de 
deuda y déficit público
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13- Así, los exigentes requisitos del artículo 97 TRRL están previstos para el ejercicio, por primera vez, de una iniciativa pública económica (apartado 
1º); y para la efectiva ejecución en régimen de monopolio de los servicios reservados de aguas, residuos y transporte público de viajeros (apartado 2º). 
Y es que, según la citada STSJ-CyL nº 773/2019 (en su F.J. tercero): “Solo será precisa la observancia del procedimiento del artículo 86 para 
acreditar la conveniencia y oportunidad de la medida (más los requisitos adicionales que se mencionan en el artículo 97.2 TRRL si ade-
más se trata de los servicios esenciales reservados que se mencionan en el artículo 86.2 de la LRBRL, y se pretenda su efectiva ejecución 
en régimen de monopolio. Y ello es congruente con el fin perseguido con ese procedimiento en el que no se ha de acreditar, como en 
el supuesto del art. 86.1 LRBRL, la conveniencia de ejercer esa actividad económica, sino la conveniencia de ejecutarla en régimen de 
monopolio.”
  Tal y como avalan (entre otras) las siguientes sentencias: STSJ de Castilla y León de 5/abril/2001 (rec. 453/1997), STSJ de Castilla y León de 4/
junio/2007 (rec. 271/2006), STSJ de Canarias de 15/septiembre/2009 (rec. 96/2009), o la STSJ de Castilla y León de 13/noviembre/2018 (rec. 
848/2016).
  No obstante, hay autores como Ezquerra Huerva (2017) que consideran que para reinternalizar un servicio el procedimiento a seguir debe seguir 
el expediente no sólo del citado artículo 85.2 LRBRL, sino también el expediente del artículo 97.1 TRRL; y además el del artículo 97.2 TRRL, si lo que 
se declara expresamente es el monopolio del servicio, excluyendo a la iniciativa privada. Tal posicionamiento se basa la STS de 1/febrero/2002 (rec. 
6139/1996).
Sin embargo, tras la LRSAL dicha sentencia (que anula la remunicipalización, mediante una EPEL del servicio de basuras del Ayto. de Marbella) se en-
cuentra “desfasada”, puesto que cuando se dictó el cambio en la forma de gestión ni tan siquiera estaba regulado como en la actualidad, en el artículo 
85.2 LRBRL, tras su modificación por la Ley 27/2013. Por ello, como explica la citada STSJ-CyL nº 773/2019 (en el procedimiento de la reinternalización 
del servicio de aguas de Valladolid): “Las sentencias, como las normas que se han de aplicar para resolverla, se han contextualizar. La razón que se 
expone en la mencionada sentencia para exigir el procedimiento previsto en el artículo 86.1 LRBRL para constituir una sociedad mercantil municipal 
como forma de gestión directa en la prestación del servicio de recogida de residuos era evitar la huida del Derecho Administrativo cuando la Admi-
nistración utilizaba personificaciones jurídico-privadas; huida que consistía sustancialmente en no someterse a las disposiciones de la contratación 
administrativa aplicables entonces solo a las Administraciones Públicas, lo que no sucede ahora como consecuencia de la normativa europea sobre 
contratación pública en cuanto la legislación de contratos no solo es aplicable a aquellas sino a todo el sector público.”

tramitar el expediente de conveniencia y 
oportunidad que desarrolla el artículo 97.1 
del TRRL).

- Se corresponde con el procedimiento del 
artículo 85.2 de la LRBRL:

. Que tiene una tramitación administrati-
va similar a la del artículo 97.1 TRRL, con 
cuanto a complejidad y minuciosidad de los 
informes y memorias que se requieren 

. Aunque no precisa de la designación de 
una Comisión de estudio político-técnica, ni 
de una exposición pública de 30 días para 
alegaciones, como sería el caso del 97.1.

Es importante comprender la finalidad de 
las normas para poder interpretarlas y, en 
este caso hay que entender por qué ha de 
seguirse el procedimiento del artículo 85.2 
en lugar del 86.1, para lo que resulta prácti-
ca la explicación de Ortega Bernardo (2015) 
cuando dice que “aunque las reglas aplica-
bles al artículo 85.2 -para decidir una forma 
de gestión- como al artículo 86.1 -para ana-
lizar la oportunidad de ejercer o no una ini-
ciativa pública económica- exigen tener en 
cuenta pautas de racionalidad económica, 
la diferencia estriba en que:

- Si se aplica el artículo 85.2 LRBRL, el 
examen de la eficiencia se proyecta sobre 
los propios recursos económicos públicos;

- Mientras que si usa el artículo 86.1, el 
acierto de la decisión hay que justificar-
lo económicamente teniendo en cuenta el 
impacto de la misma sobre la iniciativa em-
presarial privada. En estos supuestos, a la 
hora de emprender una aventura empresa-
rial, la Administración no puede desconocer 
los riesgos que, si fuera el caso, genera 
para el sector privado, y que esto debe va-
lorarlo cuando examine las razones que la 
conducen a introducirse en ese mercado”, 
mediante la tramitación del expediente de 
conveniencia y oportunidad de la medida a 
que se refiere el artículo 86.1 de la LRBRL, 
y que desarrolla el art. 97 del TRRL13. 

Con esta explicación se comprende que si 
la primera vez que fue desarrollado por qué 
si ya fue tramitado el expediente de con-
veniencia y oportunidad del citado artículo 
97.1 TRRL para desarrollar por primera vez 
una iniciativa pública, posteriormente ya no 
es necesario para volver a tramitarlo con el 
cambio de forma de gestión.14 
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Ahora que ya sabemos lo que no es pre-
ceptivo tramitar, avanzamos en los requisi-
tos que sí son precisos para el expediente 
reinternalizador, según el artículo 85.2 LR-
BRL: 

1) Una Memoria justificativa del aseso-
ramiento recibido, que se elevará a pleno 
para su aprobación. 

. En dicha memoria justificativa se inclui-
rán tanto los informes sobre el coste del 
servicio como los informes sobre el apoyo 
técnico recibido.

. Tras su aprobación plenaria, dicha me-
moria y sus informes “deberán ser publici-
tados” en el diario oficial correspondiente; 
pero ello no equivale a que deban some-
terse a un período de información pública 
(con su aprobación inicial y, si hubiera ale-
gaciones, su aprobación definitiva).

2) Para el caso en que no se descarte 
la gestión mediante EPEL o sociedad mer-
cantil pública, además deberá elaborarse 
otra “memoria justificativa, elaborada al 
efecto, de que dichas formas resultan más 
sostenibles y eficientes que las formas dis-
puestas en las letras a) y b), para lo que 
se deberá tener en cuenta los criterios de 

rentabilidad económica y recuperación de 
la inversión”.15 

3) Por último, y en los términos que ava-
la la citada STC nº 41/2016, será también 
preceptivo un informe del interventor local, 
“quien valorará la sostenibilidad financiera 
de las propuestas planteadas, de confor-
midad con el artículo 4 de la Ley Orgánica 
de Estabilidad Presupuestaria y Sostenibi-
lidad Financiera.”16 

Sobre lo anterior, cabe puntualizar, como 
lo hace afirma Martín Ferreira (2018) que 
“teniendo en cuenta el principio antifor-
malista, ambas memorias pueden ser 
refundidas en un solo documento”. Este 
documento no tiene carácter político, sino 
técnico y por tanto puede elaborarse tanto 
por empleados públicos como por una con-
sultora externa (al contrario de la Memo-
ria de oportunidad y conveniencia del art. 
97.1 TRRL, que debe ser elaborada por 
una Comisión de estudio técnico-política). 
Sin perjuicio de lo anterior, posteriormente 
dicha Memoria técnica deberá ser aproba-
da por el órgano político por excelencia de 
la entidad local: el pleno corporativo y por 
mayoría simple.17

15-  Y ello porque, recordemos, el legislador ha querido mostrar su preferencia por las formas de las letras a) y b): gestión por la propia estructura 
administrativa de la Entidad Local o por un Organismo Autónomo local, dado que ambas son formas plenamente sometidas a Derecho Adminis-
trativo, al contrario que la EPEP y la Sociedad Mercantil local que, como entes instrumentales de naturaleza público-privada, están sometidos en 
algunos aspectos al Derecho Privado.
16- Así, la sostenibilidad presente y futura de la concreta fórmula de prestación del servicio será esencial. Como afirma García Rubio (2016): 
“La sostenibilidad deberá referirse no solo a la situación de la hacienda local en el momento concreto de la elección, sino en el futuro, mediante 
la preceptiva tramitación de un expediente que lo justifique y que debe ser informado por el interventor. Así, los ahorros (o no) de una fórmula 
de gestión directa frente a una de gestión indirecta no pueden ser circunstanciales, sino permanentes. Esta circunstancia por sí sola no limita la 
capacidad de elección de la corporación local, pero obliga a que en caso de elección de una fórmula con mayor coste, el conjunto de la hacienda 
local cumpla con las tres reglas de la LOEPSF.”
17- Bastará la mayoría simple, pues el artículo 22.2.f) de la LRBRL así lo establece para: “f) La aprobación de las formas de gestión de los servicios 
y de los expedientes de municipalización”. No obstante, será necesaria la mayoría absoluta en los supuestos en que además se acuerde dicha 
municipalización en régimen de monopolio, ex art. 47.2.k) de la LRBRL.
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Requisitos formales del expediente

1. Memoria justificativa
   a. Coste de prestación del servicio
   b. Publicidad en el Boletín Oficial correspondiente

2. En caso de que se opte por la fórmula de prestación a través de EPEL o 
sociedad mercantil, también

    a. Memoria justificativa de sostenibilidad y eficiencia, que compute el cálculo 
de rentabilidad económica y recuperación de la inversión

3. Informe de la intervención local



28

Documento 13/2019

Red Localis

Noviembre 2019

La exigente normativa que marca el pro-
ceso de reinternalización de los servicios 
públicos no está exenta de complejidad. 
Esta circunstancia, junto con las “prisas 
políticas” o la falta de formación multidis-
ciplinar de algunos empleados públicos, 
convierte a muchos de estos expedientes 
en pasto de anulación en sede judicial. Tal 
es el caso del ayuntamiento de Lucena18, 
al que una STSJ de Andalucía, de 16 de 
abril de 2010, rec. 864/2009 ha anulado un 
proceso de reinternalización para el servi-
cio de aguas ; el de Huesca y su servicio 
de limpieza viaria (acuerdo del Tribunal 
Administrativo de Contratos Públicos de 
Aragón nº 75/2017), o el del Área Metropo-
litana de Barcelona (Sentencia del Tribunal 
Supremo de 20 de febrero de 2018, rec. 
2575/2015), para el suministro de agua en 
Alta a 2´9 millones de catalanes.

No obstante, han sido muchos los ayun-
tamientos que lograron culminar con éxito 
el cambio de la forma de gestión de sus 
servicios. Todos ellos tienen en común sol-
ventes informes técnicos que los respal-
dan. Por ejemplo, ayuntamientos como el 

de Madrid o Grado (Asturias) encargaron 
informes independientes y externos para 
acreditar que la gestión directa era más 
eficiente y sostenible, para sendos servi-
cios funerarios y de recogida de residuos19 

. Otros como el de Barcelona (para sus 
escuelas infantiles), Valladolid o Tarrasa 
(para sus servicios de aguas), han dedi-
cado muchos de sus recursos internos al 
estudio, la comparación de la eficiencia y la 
sostenibilidad entre las diversas formas de 
gestión posibles: indirecta, directa y, den-
tro de ésta, las cuatro modalidades ya cita-
das20, con un período medio de resolución 
no inferior a 2 años.

Veamos los pasos del proceso para la re-
internalización del servicio integral de agua 
en Valladolid o de recogida de residuos en 
el ayuntamiento de Grado, como muestra.

6.1. El servicio integral del agua en Va-
lladolid

El proceso de reinternalización del servi-
cio integral del agua en Valladolid transcu-
rrió como sigue (Martínez (2018):21 

6. Algunos ejemplos de reinternalización

18- Más casos podemos encontrarlos recogidos en el trabajo de MARTÍNEZ FERNÁNDEZ (“Remunicipalización de servicios. Eficiencia y sostenibi-
lidad. Procedimiento”) citado en la bibliografía. Se recomienda su lectura, no sólo por desarrollar algunos de los postulados que aquí defendemos; 
sino por apuntar con acierto otros, cuya extensión excede de la finalidad del presente trabajo.
19- El ayuntamiento de Madrid encargó informes a varias empresas consultoras, presentando en 2016 el llamado “Estudio de sostenibilidad, 
oferta y demanda con motivo de la gestión directa de cementerios y actividades funerarias”. Por su parte, el Ayuntamiento de Grado encargó 
dichos trabajos y estudios de costes al Consorcio para la gestión de Residuos Sólidos de Asturias (COGERSA).
	 Por ello, no queremos dejar de insistir en este punto la importancia que tiene reforzar los servicios de asistencia a municipios de las 
Diputaciones Provinciales y demás entidades supramunicipales, en el apoyo para la confección de este tipo de informes y memorias, que requieren 
de un equipo multidisciplinar: juristas, economistas e ingenieros.
20-  Desde octubre de 2016 hasta diciembre de 2018 (comienzo de la prestación del servicio de aguas mediante EPEL) en el caso de Tarrasa; y 
desde agosto de 2015 hasta el 1 de julio de 2017, en el caso de Valladolid.
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21-  Como explica el Vicesecretario del Ayuntamiento de Valladolid (Martínez Fernández, 2018), este tiempo de entre año y medio y dos años 
es “similar al que puede llevar la externalización del servicio. Un período en el que, como se ve por la descripción de actuaciones, no ha habido 
tiempos muertos y ha requerido la implicación de un elevado número de empleados públicos.”
22- Sobre estos informes de todo tipo, queremos destacar lo explicado por la letrada del propio ayto. de Valladolid, Pilar Martín Ferreira (obra 
citada en la bibliografía, 2018): “Junto a las razones cuantificables que motivan la elección de una forma de gestión determinada (la más sostenible 
y eficiente de entre todas las posibles), puedan sumarse otras referidas a aspectos no cuantificables, sobre las ventajas e inconvenientes de una u 
otra forma de gestión, a tener en cuenta especialmente en el caso de que el resultado de la comparación de las cifras resultantes sea similar.  Estas 
ventajas e inconvenientes deben poner de manifiesto diferencias en la gestión derivadas de la normativa de aplicación, no de consideraciones 
subjetivas, y tener incidencia en la eficiencia y sostenibilidad definida en los arts. 4 y 7 LOEPSF.
Por citar un ejemplo, el Ayuntamiento de Valladolid, al cambiar la forma de gestión de los servicios de abastecimiento de agua potable y depuración 
de aguas residuales, consideró como razón no cuantitativa la clasificación dentro del sector “Sociedades no financieras, subsector Sociedades 
no financieras públicas”, de la entidad pública empresarial por la que finalmente se optó, y sus consecuencias respecto de la no aplicación de los 
principios y reglas previstos en la LOEPSF exclusivamente para el Sector Administraciones Públicas; como, por ejemplo el de sujeción a la regla de 
gasto (art. 12 LOEPSF), pues se necesita acometer inversiones en renovar las infraestructuras, depuradoras y tuberías de aguas; o la obligación 
de destinar el superávit presupuestario a reducir el nivel de endeudamiento (art. 32 LOEPSF), endeudamiento que, en definitiva, no consolidará el 
ayuntamiento, de acuerdo con la clasificación que obtuvo dentro del mencionado Sector.”
23- Jurídicamente inscrita como «Agua de Valladolid E.P.E.», y comercialmente denominada “Aquavall”.
24- Sin embargo, también para Grado, la SJCA nº 5 de Oviedo de 7/septiembre/2017 (P.O. nº 92/2016) anuló la reinternalización de la limpieza 
viaria, por no haber acreditado el ayuntamiento la mayor eficiencia y sostenibilidad de la gestión directa, tras el recurso interpuesto por la anterior 
concesionaria del servicio.

- Agosto de 2015: se designó al interven-
tor técnico encargado de supervisar las 
instalaciones y bienes a revertir al patrimo-
nio municipal.

- Enero de 2016: posteriormente, se rea-
lizaron estudios e informes de índole jurí-
dica, económica y técnica sobre el servicio 
de agua.

- Mayo de 2016: acuerdo plenario de ini-
cio del expediente para determinar cuál 
es la forma más sostenible y eficiente de 
prestación de los servicios del ciclo inte-
gral del agua.

- Julio de 2016: propuesta por la Co-
misión de estudio de la creación de una 
EPEL para gestionar el servicio.

- Agosto a diciembre de 2016: redacción 
de los documentos a que obliga el artículo 
85.2 LRBRL (la Memoria justificativa, los 
informes de asesoramiento de todo tipo y 
el informe de la intervención general mu-
nicipal).22 

- 30 de diciembre de 2016: acuerdo ple-
nario que asumió como propia la propues-
ta de la Memoria, para prestar el servicio 

de aguas a través de una EPEL (publicita-
ción preceptiva en el BOP de Valladolid de 
16 de enero de 2017).

- Febrero de 2017: sesiones necesarias 
del Consejo de Administración de la EPEL, 
para aprobar las bases de contratación del 
gerente, las normas de contratación públi-
ca como poder adjudicador, la propuesta 
de ordenanza fiscal para el cobro por los 
servicios a prestar, etc.

- Julio de 2017: finalizado el 30 de junio 
de 2017 el contrato con la empresa con-
cesionaria, comienza ya la prestación del 
servicio mediante gestión directa, a través 
de la empresa pública “Aquavall”.23 

6.2. Servicio de recogida de residuos 
en el Ayuntamiento de Grado 

La sentencia del Tribunal Superior de 
Justicia de Asturias de 26 de febrero de 
2018 (rec. 302/2017), validó la reversión 
de la gestión del servicio de Recogida de 
Residuos Sólidos urbanos . El fallo judicial 
resume bien algunos de los axiomas ex-
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puestos y se apoya en el principio de auto-
nomía local y cumplimiento de las exigen-
cias de eficiencia y sostenibilidad, según su 
F.J. cuarto:

“…la modificación de la gestión indirecta 
de un servicio por una gestión directa su-
pone una actuación al margen de las ga-
rantías que ofrece la Ley de Contratos del 
Sector Público y el principio de libre con-
currencia al que está sujeta la contratación 
pública. Por ello, debe reforzarse especial-
mente la justificación de concurrencia de 
causas que recomienden o motiven dicho 
cambio. Dicho de otra forma, sólo cuando 
se constante que un determinado encargo 
puede ser satisfecho por un medio propio, 
de manera inequívoca, en condiciones más 
ventajosas que las de mercado, el cambio 
de gestión indirecta por una gestión direc-
ta de servicios resultaría congruente con el 
principio de eficiencia que debe presidir la 
actuación del sector público…

… No sólo ha existido motivación formal 
en los acuerdos impugnados adoptados 
con la cobertura de informes jurídicos y 
económicos, sino que de éstos se deduce 
la justificación del cambio de prestación del 
aludido servicio público al no requerir ni 
mayor consignación presupuestaria; y que 
la diferencia de coste es inapreciable (poco 
más de 300 € en una cuantía de 321.491 
€), para lo cual la sentencia apelada tiene 
en cuenta la memoria y el estudio presen-
tado por COGERSA. De estos elementos 
extrae la consecuencia que el cambio está 
justificado, desde un punto de vista técnico, 
económico y jurídico, y no se aprecia que la 
opción elegida sea inadecuada o carezca 
de motivación, ni que por tanto una forma 
de gestión sea indudablemente superior a 
la otra en términos de sostenibilidad y efi-
ciencia, a diferencia del otro servicio (el de 
limpieza viaria), cuya gestión directa se 
anula por falta de justificación…

Acreditado que no existe diferencia ni 
cualitativa ni cuantitativa entre ambos mo-
delos, no cabe duda de que la gestión di-
recta es jurídica y económicamente viable, 
siendo una de las opciones que tiene la 
Administración para prestar los servicios 
públicos que le competen, y frente a esta 
decisión consecuencia del libre ejercicio 
de sus potestades y de la autonomía mu-
nicipal, no se puede oponer (salvo que se 
demuestre su ilegalidad o arbitrariedad) 
otra de las posibilidades de gestión de los 
mismos.”

6.3	 Otros ejemplos

Además de estos dos ejemplos, desde el 
año 2009 se han producido en España cer-
ca de un centenar de reinternalizaciones, 
más de la mitad concentradas a partir del 
año 2015. En este período Barcelona fue 
el municipio que mayor número de servi-
cios recuperó para su prestación directa, 
en ámbitos tan variados como el servicio 
de Atención a Mujeres, la televisión local, 
el agua o la creación de la empresa pública 
Barcelona Energía, que desplazó a Endesa 
en el abastecimiento de electricidad para 
todos los equipamientos y edificios públi-
cos. En Madrid resultó conflictiva la recu-
peración de los servicios funerarios. Cádiz 
pasó a prestar directamente la limpieza y 
cuidado de las playas, mientras Zaragoza 
recuperó el servicio de atención al ciuda-
dano. El ayuntamiento de Cazorla pasó a 
prestar directamente el servicio de agua, 
mientras Ciudad Rodrigo tomó las riendas 
del servicio de limpieza. En Canarias, Mo-
gán recuperó el servicio de gestión de agua 
o el aparcamiento público en la Playa del 
Inglés, mientras en Oviedo se ha pasado a 
gestión pública el servicio de recaudación 
de impuestos, en Hernani la limpieza viaria 
y en Iruña la gestión de ayuda a domicilio.
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Gráfico 5.  Distribución temporal de la reinternalizaciones entre 
2010-2019

Fuente: elaboración propia a partir plataforma remunicipalización Madrid

De los datos anteriores se concluye que, 
a pesar del carácter técnico que deben 
conferir rigurosidad y eficiencia –además 
de equidad- a la prestación de los servicios 
públicos, ha habido una ola de recupera-
ción de la gestión directa de los servicios 
municipales, sobre todo tras los comicios 
municipales de 2015, si bien se ha ido 
apagando paulatinamente, lo cual puede 
ser indicativo de que en la mayor parte de 
estos movimientos no hayan primado ra-
zones de eficiencia técnica sino elementos 
políticos. Es en todo caso recomendable 
hacer un seguimiento de la situación, una 
vez producida la reinternalización –al igual 
que se hace cuando hay externalización-, y 
evaluar si la forma de gestión adoptada es 
la más eficiente y sostenible. En caso con-

trario, los ayuntamientos debieran adoptar 
las medidas correctoras necesarias y, en 
su caso volver a plantearse otras fórmu-
las, tal y como señala la STSJ de CyL nº 
773/2019, en su F.J. tercero. 

6.4. El caso de Galicia

En este período Galicia ha contado tres 
reinternalizaciones de servicios locales, en 
Arteixo, Teo y Santiago de Compostela. El 
primero pasó a gestionar directamente el 
servicio del agua, después de rescindir el 
contrato de Aqualia, la parte privada de la 
empresa hasta entonces mixta, Augarsa. 
Los técnicos municipales pudieron demos-
trar que la empresa actuaba a través de 
subcontratas con sobreprecios de entre el 
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25%-245% e incumpliendo el compromiso 
de inversiones previsto. Teo devolvió a la 
gestión pública el servicio de agua en 2015 
a la concesionaria Aquagest, por la liquida-
ción del contrato y la nulidad de la prórroga 
concesional otorgada en el año 2007. 

El servicio de la ORA y la grúa municipal 
de Santiago de Compostela fue recupe-
rado para la gestión directa a través de la 
empresa municipal Tussa en junio de 2018, 
tras la anulación del concurso que otorgó 
la concesión a Setex Aparki, con el informe 
en contra del interventor municipal y con 
flecos legales todavía pendientes de resol-
ver. 

En todos los demás servicios no hubo 
cambio, a pesar de que hubo algún otro in-
tento de reinternalización, por lo que siguen 
prestándose de manera directa o indirecta 
según se venía haciendo. En un repaso 
sucinto sobre la situación en las ciudades 

más grandes, allí donde se concentra la 
mayor parte de la población, permite apre-
ciar que el servicio de recogida de basuras, 
la limpieza viaria y el tratamiento de RSU se 
presta de manera indirecta, mientras que el 
de transporte colectivo combina lo público 
con lo privado, al igual que ocurre con el 
servicio de alumbrado municipal, cemente-
rios o abastecimiento de agua (Gráfico 6.)

El servicio de gestión del agua es, junto 
con el de recogida y tratamiento de resi-
duos sólidos, el que más se ofrece a través 
de operadores privados. Para el caso con-
creto del agua, por ejemplo, si ampliamos 
el foco a todas las entidades locales se 
constata que el mix entre la baja densidad 
poblacional y la elevada dispersión territo-
rial, a la que se añade la elevada inversión 
en determinadas infraestructuras, permi-
te dar por buena la hipótesis de Ménard y 
Saussier (2000).

Gráfico 6. Gestión privada de los servicios municipales obligatorios 
en las entidades con más de 50000 habitantes

Fuente: elaboración propia
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Gráfico 7. Tipo de gestión en el servicio municipal de agua en 
Galicia según tamaño poblacional

Fuente: elaboración propia

Las entidades locales con menos de 
5000 habitantes revelan una presencia 
privada escasa, menos del 25% del total, 
lo que está relacionado con las mermadas 
perspectivas de rentabilidad y, por tan-
to, interés de los operadores privados. El 
comportamiento cambia radicalmente en 
las entidades medianas, con población en-
tre 10000-50000 habitantes, donde las tres 
cuartas partes del suministro está en ma-
nos de empresas privadas o mixtas. En las 
circunscripciones más grandes, el suminis-
tro a través de una concesión a una empre-
sa privada alcanza a 5 de las 7 entidades –
algunas recientemente renovadas como es 
el caso de Pontevedra y otras pendientes 
de la renovación o reinternalización-.

Si nos preguntamos ¿qué suministro es 
el más barato para el ciudadano?  Pode-
mos concluir que la respuesta no atiende 
a la prestación directa o indirecta del ser-
vicio. En la factura de agua que se cobra 

a los ciudadanos en las siete urbes más 
pobladas de Galicia se pueden distinguir 
tres componentes: el coste del abasteci-
miento, el canon y los recargos. En A Co-
ruña, donde la prestación del servicio se 
realiza a través de una empresa pública, 
el abastecimiento representa más del 50% 
de la factura total del consumidor, al igual 
que en Pontevedra, donde el suministrador 
es privado. El mayor canon lo asumen los 
consumidores de Ourense, Ferrol y Lugo, 
mientras en Vigo y Santiago un tercio de la 
factura corresponde a recargos varios.

De los datos expuestos con anterioridad 
se deduce que las economías de escala no 
son el único factor determinante para de-
cantarse por una gestión directa o indirecta 
de los servicios públicos, sino que influye 
significativamente el factor de densidad. Si 
no se consiguen las economías de densi-
dad, el servicio puede no resultar atractivo 
para un agente privado, ni siquiera para un 
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ente supramunicipal. La búsqueda de la 
eficiencia infiere la necesidad de que haya 
masa crítica suficiente para hacer frente a 
la prestación del servicio, al mantenimien-
to de la infraestructura y a la amortización 
de la inversión.

Es conveniente recordar que la rein-
ternalización de cualquier servicio ha de 
tener como fin la consecución de la efi-
ciencia en la gestión y no solo  la voluntad 
de  recuperar el control perdido sobre su 
gestión.  La dejadez de funciones que han 
practicado y practican muchos ejecutivos 

locales una vez que externalizan la pres-
tación de servicios, deriva en una pérdi-
da de control de las prestaciones que, en 
tanto que públicas, están fuera del merca-
do y tienen el riesgo inherente de que el 
gestor privado deje de comportarse como 
un partner y pase a hacerlo como un mo-
nopolista, con las distorsiones que esto 
implica. Para estos casos la solución no 
pasa por el rescate de la gestión sino por-
que la administración ejerza las amplias 
prerrogativas que puede articular para tal 
fin.

Gráfico 8. Composición del precio de suministro de agua en 
los municipios con más de 50000 habitantes 

Fuente: elaboración propia
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1. El efecto péndulo en la prestación di-
recta e indirecta de los servicios públicos, 
no se discute. Viene propiciado por razo-
nes de índole económica, financiera y, en 
ocasiones también ideológicas. 

2. Se reserva al sector público la titulari-
dad de los bienes y servicios considerados 
de interés general, que tienen su definición 
en la regulación comunitaria y española, si 
bien su prestación puede realizarse de ma-
nera directa o indirecta.

3. La conveniencia de la gestión directa 
o indirecta viene determinada por las ca-
racterísticas del servicio y el contexto en 
el que se preste. Así, a menudo se seña-
lan las restricciones fiscales y financieras 
de las entidades, la transformación de las 
cargas fijas en variables y una supuesta 
eficiencia en la prestación como argumen-
tos favorables a la prestación privada de 
los servicios públicos. En su contra la posi-
bilidad de convertir al oferente en monopo-
lista, así como los costes de negociación, 
transacción y control y la propia descapita-
lización de la administración.

4. Las nuevas formas de gestión pueden 
introducir cambios en la forma de presta-
ción de los servicios, con innovaciones en 
el ámbito operativo, modificaciones en las 
estructuras y relaciones de poder.

5. Los factores institucionales, condicio-
nantes y determinantes son claves a la 
hora de decidir la prestación de un servicio 
de manera directa o indirecta.

6. Cualquiera que sea la forma de pres-
tación del servicio por el que opte la admi-

nistración, ha de quedar claramente defini-
do qué servicio se presta, quién lo presta, 
dónde se presta, cómo se presta, cuánto 
cuesta –coste efectivo incluyendo las car-
gas directas, indirectas, la supervisión y el 
control- y con qué se financia.

7. El marco normativo español es profuso 
y completo en la regulación de los servi-
cios públicos, aunque se echa de menos 
un marco armonizador que establezca los 
criterios claros de prestación, reglamentos 
y pliegos de condiciones para el desempe-
ño de los servicios, la estructura tarifaria y 
la transparencia, a la vez que marque el 
control necesario para garantizar la correc-
ta prestación.

8. En la práctica se observa una larga tra-
dición de participación de los operadores 
de naturaleza privada en el ámbito público 
(34%), que conviven con empresas públi-
cas (34%), entidades mixtas (22%) y pres-
taciones directas municipales (10%). 

9. En caso de reinternalización de un 
servicio es condición necesaria armar un 
expediente de traspaso, con requisitos for-
males y materiales perfectamente defini-
dos por la legislación española.

10. Tras un proceso de reinternalización 
resulta conveniente hacer un seguimiento 
de la situación –al igual que se hace cuan-
do hay una externalización-, y evaluar si la 
forma de gestión adoptada es la más efi-
ciente y sostenible. Para ello es preciso do-
tar a los municipios de un cuerpo funciona-
rial con el nivel de capacitación suficiente 
para poder realizarlo.

7. Decálogo de conclusiones
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